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¿Puede la naturaleza lograrlo?1  

Estudio sobre los derechos de la naturaleza en el contexto 
europeo 

 

 

La escuela de pensamiento de los derechos de la naturaleza es amplia y contiene una variedad de conceptos 
diferentes. En primer lugar, existe una perspectiva «legal-filosófica», en la que se subraya que los derechos de 
la naturaleza significan un cambio paradigmático en las actitudes hacia la naturaleza, pasando de un enfoque 
antropocéntrico actual a un enfoque ecocéntrico. Estrechamente relacionado con esta idea se sitúa el 
«constitucionalismo ambiental», cuyos defensores sostienen que los derechos de la naturaleza deberían 
incluirse en un acto legislativo de carácter general para dar un valor constitucional perdurable y ético a la 
protección y la conservación de la naturaleza. Otros académicos se centran en la «cuestión de la 
representación», defendiendo que si se otorgara personalidad jurídica a las entidades naturales, esto no solo 
daría a la naturaleza legitimidad procesal, sino que también daría a los órganos jurisdiccionales un mayor 

                                                             
1Estudio completo en inglés disponible en: 
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2021/689328/IPOL_STU(2021)689328_EN.pdf. 

SUMARIO 

Este estudio, encargado por el Departamento Temático de Derechos de los Ciudadanos y Asuntos 
Constitucionales del Parlamento Europeo a petición de la Comisión JURI, explora el concepto de 
los «derechos de la naturaleza» y sus diferentes aspectos en la filosofía legal y en los acuerdos 
internacionales, así como en la legislación y en la jurisprudencia a diferentes niveles. El estudio 
profundiza en las ideas de los derechos de la naturaleza en comparación con los derechos a la 
naturaleza, la personalidad jurídica y la legitimidad procesal de las entidades naturales, y analiza 
la jurisprudencia del TEDH y del TJUE relativa al acceso a la justicia en la toma de decisiones sobre 
cuestiones medioambientales. En particular, hace hincapié en la necesidad de endurecer los 
requisitos para las evaluaciones científicas independientes en algunos regímenes de permisos en 
el marco del Derecho de la Unión. El estudio también subraya la suma importancia de promover 
el papel de la sociedad civil como guardiana de la aplicación del Derecho de la Unión en materia 
de medio ambiente mediante un mayor acceso a la justicia a través tanto de los tribunales 
nacionales como del TJUE, lo que también está en consonancia con las prioridades políticas para 
la ejecución del Pacto Verde Europeo. 

 

https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/STUD/2021/689328/IPOL_STU(2021)689328_EN.pdf
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margen para tener en cuenta las pruebas científicas de la naturaleza a la hora de tomar decisiones en materia 
de precaución y reparación. Finalmente, los derechos de la naturaleza se describen como un medio para que 
«los pueblos indígenas salvaguarden su derecho al uso tradicional de los recursos naturales» a la vez que se 
preserva la biodiversidad.  

 

El objetivo de este estudio es analizar los derechos de la naturaleza desde una perspectiva científico-legal para 
dilucidar si este nuevo concepto podría aportar un valor añadido al ámbito del Derecho de la Unión sobre el 
medio ambiente. Cada una de las dimensiones de los derechos de la naturaleza se analizan con el fin de 
determinar sus elementos claves. En el capítulo 2 se presentan algunas de las diferentes escuelas de 
pensamiento en el marco del debate sobre los derechos de la naturaleza. A continuación, se incluye una 
descripción de las diferentes legislaciones que existen en materia de los derechos de la naturaleza, desde la 
Constitución en Ecuador y las leyes Te Urewera y Wanganui en Nueva Zelanda, hasta las ordenanzas locales en 
los EE. UU. y otros lugares. Se presentan diferentes casos que otorgan personalidad jurídica a entidades 
naturales, entre los que destacan el del río Vilcabamba en Ecuador, el del río Atrato en Colombia y los de los 
ríos Ganges y Yamuna y los glaciares Gangotri y Yamunotri en la India.  

 

El estudio también abarca una investigación sobre el derecho humano a un medio ambiente sano (capítulo 3). 
Cuando este tipo de derecho puede establecerse para un colectivo mayor sin ninguna relación con un daño 
directo a las personas, en ese caso esa idea está estrechamente relacionada con los derechos de la naturaleza. 
Sin embargo, cuando se contrasta con varios instrumentos internacionales, el Convenio Europeo de Derechos 
Humanos (CEDH) no incluye ninguna protección de este tipo. Aunque sus disposiciones se han ampliado con 
una orientación «verde» en el marco de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), 
el Convenio está todavía basado firmemente en la idea de una «víctima directa», cuyo derecho a la vida y al 
respeto de la vida privada y familiar está protegido. Este concepto puede verse cuestionado por los numerosos 
casos relacionados con el cambio climático en Europa, pero solo el tiempo puede demostrar si el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos está dispuesto a cambiar su posición sin el apoyo de las partes del Consejo de 
Europa.  

 

En cambio, el Convenio de Aarhus de la CEPE abarca todos los tipos de legislación con un impacto sobre el 
medio ambiente. Establece tres «pilares» de derechos procesales en materia de medio ambiente, 
concretamente, los derechos a la información, a la participación pública y al acceso a la justicia. La Unión 
Europea y todos sus Estados miembros son partes en el Convenio. El resultado es efectivo cuando el Convenio 
de Aarhus se combina con los principios fundamentales del Derecho de la Unión desarrollados por la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE), como los principios del efecto directo y de 
la tutela judicial. En la Unión actual, está establecido que los miembros del público, incluidas organizaciones 
no gubernamentales de medio ambiente reconocidas, tienen la posibilidad de recurrir decisiones 
administrativas y omisiones en materia medioambiental yendo a los tribunales. Este es el tema del capítulo 4 
del estudio, en el que la protección medioambiental en el marco del Derecho sustantivo de la Unión se trata 
también tanto en el nivel constitucional (TUE y TFUE) como en el del Derecho derivado en reglamentos y 
directivas. Se afirma que, aunque no se encuentre en ninguna disposición expresa a nivel constitucional en la 
Unión, el «valor intrínseco de la naturaleza» se incluye en las directivas de conservación de la naturaleza y en la 
jurisprudencia del TJUE.  

 

El capítulo 5 es la parte operativa del estudio en la que se evalúa el concepto de los derechos de la naturaleza 
desde la perspectiva del Derecho de la Unión en materia de medio ambiente. En general, se critica el concepto 
de los derechos de la naturaleza por ser principalmente simbólico y por estar construido en torno a pruebas 
anecdóticas. No obstante, lo más importante es que los defensores de los derechos de la naturaleza no 
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consiguen demostrar que esto es un cambio paradigmático en la legislación medioambiental. En cambio, la 
historia de los derechos de la naturaleza muestra que se enfrentan a la misma realidad y a los mismos 
problemas que las leyes ordinarias en materia de medio ambiente, en particular en lo que respecta a su 
aplicación deficiente. Además, la idea de otorgar personalidad jurídica a las entidades naturales se compara 
con el modelo de la Unión para la protección de los intereses del medio ambiente mediante la representación 
de organizaciones no gubernamentales de medio ambiente y se considera que no conlleva ninguna ventaja 
sistemática desde la perspectiva europea. Sin embargo, una vez que se llega a esta conclusión, el estudio 
también resalta la suma importancia de reforzar el papel de la sociedad civil como guardiana de la aplicación 
del Derecho de la Unión en materia de medio ambiente mediante un mayor acceso a la justicia a través tanto 
de los tribunales nacionales como del TJUE.  

 

A pesar de lo expuesto, el concepto de los derechos de la naturaleza ofrece nuevas ideas que pueden adaptarse 
a los ámbitos jurídico e institucional actuales del sistema de la Unión. Un ejemplo de una idea que se ha tomado 
prestada de la escuela del pensamiento de los derechos de la naturaleza es introducir una disposición en el 
nivel constitucional de la Unión sobre el valor intrínseco de la biodiversidad y algunos principios básicos de 
integridad ecológica. En cuanto al Derecho derivado, se propone que se introduzcan unos requisitos 
adaptativos más firmes en las directivas pertinentes así como normas ecológicas y ambientales más estrictas. 
La idea del «seguimiento del impacto ecológico» también parece interesante. Se debe construir una visión 
general de las directivas sobre la conservación de la naturaleza y se deben endurecer los requisitos para las 
evaluaciones científicas independientes en algunos regímenes de permisos en el marco del Derecho de la 
Unión. Se hace referencia continuamente a la creación de fondos nacionales para reparar el daño provocado a 
la biodiversidad biológica. Para garantizar el cumplimiento, se sugiere que la Comisión refuerce las peticiones 
a los tribunales de los Estados miembros para que cumplan con su obligación, en virtud del artículo 267 del 
TFUE, de pedir al TJUE que se pronuncie con carácter prejudicial Asimismo, merecería la pena considerar 
criterios más estrictos para el cumplimiento de las disposiciones ambientales y la creación de autoridades 
independientes encargadas de su aplicación. Otra idea que se trata en el estudio es la de establecer la figura de 
un defensor del medio ambiente tanto a nivel nacional como en el ámbito de la Unión. También se podrían 
considerar diferentes medidas para afianzar la posición de la ciencia en la administración y en los tribunales y 
para mejorar la educación y la competencia de los tribunales. Finalmente, es de vital importancia introducir 
sanciones severas para la inercia administrativa con relación a las obligaciones establecidas por el Derecho de 
la Unión. 
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